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COMUNIDADES INDíGENAS. LA OMISiÓN DE CREAR EL 
CONSEJO CONSULTIVO REGIONAL A QUE SE REFIERE 
EL DECRETO 409/96 I.P.0., PUBLICADO EN EL 
PERiÓDICO OFICIAL DE CHIHUAHUA EL 10. DE ENERO 
DE 1997, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y LOS 
DE PARTICIPACiÓN Y CONSULTA RECONOCIDOS EN 
FAVOR DE AQUÉLLAS. El artículo 20., apartado B, fracciones I 
y IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece, entre otras cuestiones, la obligación de las autoridades de 
los tres órdenes de gobierno de impulsar el desarrollo regional de las 
zonas indígenas con el propósito de fortalecer las economías locales 
y mejorar las condiciones de vida de sus pueblos, con la 
participación de las comunidades indígenas y el derecho de éstas a 
ser consultadas en la elaboración de los Planes de Desarrollo, 
Nacional, Estatal y Municipales. Por otra parte, en el artículo 
segundo transitorio del referido Decreto 409/96 I.P.O., mediante el 
cual se autorizó al Ejecutivo del Estado para firmar el Convenio de 
Fideicomiso "Barrancas del Cobre", se estableció como condición de 
validez de la referida autorización la creación, vía Convenio de 
Coordinación entre los órdenes de Gobierno Federal, Estatal y 
Municipales del área de influencia del Fideicomiso "Barrancas del 
Cobre", de un Consejo Consultivo Regional dentro del que debería 
darse participación, entre otros, a las comunidades indígenas de su 
zona de influencia. En ese sentido, la omisión de dichas autoridades 
de crear el referido Consejo viola el principio de legalidad establecido 
en el artículo 16 constitucional y los de participación y consulta 
reconocidos a favor de las comunidades indígenas en las fracciones I 
y IX del apartado B del artículo 20. de la Constitución General de la 
República. 

Amparo en revisión 781/2011.- María Monarca Lázaro y otra.- 14 de marzo de 
2012.- Cinco votos; votaron con salvedad José Fernando Franco González 
Salas y Sergio A Valls Hernández.- Ponente: Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano.- Secretaria: Erika Francesca Luce Carral. 

LICENCIADO MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACiÓN, C E R T I F I C A: Que en términos de lo dispuesto por el punto 
octavo del Acuerdo General 1/2007 de trece de junio de dos mil siete, emitido 
por la Segunda Sala, modificado el uno de septiembre de dos mil diez; y 78, 
fracción XXVIII. del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, el rubro y texto de la anterior tesis fueron aprobados en sesión privada 
del dieciocho de abril de dos mil doce.- México, Distrito Federal, a dieciocho de 
abril de dos mil doce.- Doy fe. 
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